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                            Consejo Superior de la Judicatura 

       Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
                            JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 
                                                            SOLEDAD - ATLANTICO 

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE SOLEDAD 
SOLEDAD – VEINTIOCHO (28) DE JULIO DE DOS MIL VEINTITRES (2023) 

 
ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA 
RAD:2023-0039 (T02-2023-0016-01 S.I.) 
ACCIONANTE: CARLOS DE JESUS LLANOS PADRON (DISMEDENT) 
APODERADA: MELISSA DEL CARMEN GONZALEZ MACHADO 
ACCIONADO: NEGRET ABOGADOS & CONSULTORES SAS, Y HOSPITAL JUAN DOMINGUEZ 
ROMERO DE SOLEDAD ESE EN LIQUIDACIÓN. 

 
ASUNTO A TRATAR 

 
Procede el despacho a resolver la impugnación en contra del fallo de primera instancia 
proferido el 13 de junio de 2023 por el JUZGADO  TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE 
SOLEDAD, dentro de la acción de tutela impetrada por CARLOS DE JESUS LLANOS 
PADRON (DISMEDENT) a través de apoderado judicial DRA MELISSA DEL CARMEN 
GONZALEZ MACHADO en contra de NEGRET ABOGADOS & CONSULTORES SAS, Y 
HOSPITAL JUAN DOMINGUEZ ROMERO DE SOLEDAD ESE EN LIQUIDACIÓN, por la 
presunta violación de su derecho fundamental al DEBIDO PROCESO 

 
HECHOS 

 
Manifiesta el accionante en el libelo incoatorio lo siguiente: 

 

 

SIGCMA 
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PRETENSIONES 
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DE LA ACTUACIÓN 
 

La acción de tutela fue admitida por el JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL 
SOLEDAD  a través de auto adiado 7 de febrero de 2023, ordenándose oficiar a la 
accionada para que rindiera un informe sobre los hechos de la acción de tutela.  
 
INFORME HOSPITAL DEPARTAMENTAL JUAN DOMINGUEZ ROMERO DE SOLEDAD 
ESE EN LIQUIDACION 
MONICA VARGAS en calidad de apoderada general de Negret Abogados, sociedad 
liquidadora del HOSPITAL DEPARTAMENTAL JUAN DOMINGUEZ ROMERO DE 
SOLEDAD, manifestó: 
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FALLO DE PRIMERA INSTANCIA  
Mediante fallo adiado 17 de febrero de 2023, el JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL 
DE SOLEDAD  resolvió declarar improcedente el amparo invocado en atención a que no 
cumplía el requisito de subsidiariedad. 
 
ACCION DE TUTELA DE CARLOS DE JESUS LLANOS PADRON en contra del 
JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD y el JUZGADO CUARTO 
MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BARRANQUILLA Y OFICINA 
JUDICIAL DE SOLEDAD 
 
El señor CARLOS DE JESUS LLANOS PADRON presenta acción de tutela en contra del 
JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD el JUZGADO CUARTO 
MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BARRANQUILLA Y OFICINA 
JUDICIAL DE SOLEDAD por considerar vulnerados sus derechos fundamentales ya que 
no fue debidamente notificado del trámite impartido a la acción de tutela, ya que la misma 
había sido asignada al JUZGADO CUARTO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 
LABORALES DE BARRANQUILLA quien la remitió al JUZGADO TERCERO CIVIL 
MUNICIPAL DE SOLEDAD, situación que el actor desconocía.  
 
En atención a ello el JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE 
BARRANQUILLA mediante fallo adiado 26 de mayo de 2023 resolvió conceder el amparo 
invocado y en consecuencia ordena al JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE 
SOLEDAD que decretara la Nulidad de de las actuaciones surtidas al interior de la tutela 
de radicado 087584003003-2023-00039-00, desde el auto admisorio, exclusive, 
procediendo a rehacer la notificación de dicha providencia haciendo uso de las 
herramientas de confirmación de entrega y/o lectura que brinda el correo institucional, así 
como su uso al momento de notificar las providencias que se emitan. 
 
NULIDAD 
Mediante auto de fecha 1 de junio de 2023 resolvió: 

 

 
 
Una vez notificadas a las partes, recibieron como respuesta a la notificación: 
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FALLO POST NULIDAD 

Mediante fallo de fecha 13 de junio de 2023, el JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL 
DE SOLEDAD  resolvió la solicitud de amparo nuevamente, disponiendo que la misma es 
improcedente, no obstante, a que en esta actuación el agente liquidador NEGRET 
ABOGADOS & CONSULTORES S.A.S., no presentó informe, debido que, el correo de 
notificaciones se encuentra deshabilitado debido a la finalización del trámite de 
liquidación. Esta agencia judicial, advierte que las documentales aportadas conservan 
valor probatorio. 

DE LA IMPUGNACIÓN 
Inconforme con la decisión del a quo, la parte accionante presentó impugnación 
asegurando que  el  fallo  debe  ser revocado: 
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PROBLEMA JURÍDICO 

De acuerdo con la situación fáctica puesta de presente en el acápite de antecedentes 
consiste en determinar si es procedente conceder el amparo invocado por la parte actora, 
presuntamente vulnerados por NEGRET ABOGADOS & CONSULTORES SAS Y 
HOSPITAL JUAN DOMINGUEZ ROMERO DE SOLEDAD ESE EN LIQUIDACION debido 
a la negación por parte del accionado de revocar la resolución administrativa No. RR-30 
del 16 de mayo de 2022. 

NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 

El marco constitucional está conformado por el artículo 23, 44 y 86 de la Constitución  

Política,  Decreto 2591 de 1991. Ley 1155 de 2015,  Sentencia T-597/08 Sentencia T-

1039/12, Sentencia T-362/15, T-954/14, T-661/14, T- 362 - 2015  entre otras. 

 

CONSIDERACIONES 

El constituyente del 1991, se preocupó por constitucionalizar no sólo una completa 

declaración de derechos, sino por crear los mecanismos idóneos para su eficaz 

protección. 

La acción de tutela se estableció en la Constitución Política Colombiana, como un 

mecanismo residual, para aquellos casos de violación de Derechos Fundamentales en los 

cuales la persona afectada no tuviere ningún otro mecanismo para proteger su derecho, 

así se tiene por visto que la esencialidad de la Acción de Tutela es la de proteger 

estrictamente los derechos fundamentales que se vean vulnerados por la acción u 

omisión de cualquier persona. 

Quiere decir lo anterior que la jurisdicción constitucional, tiene entre sus fines el de velar 

por la vigencia de los derechos fundamentales de las personas creando un instrumento 

que permita resolver de manera expedita las situaciones en que las personas no disponen 

de vías judiciales, o en  las que existiendo estas, no son adecuadas para evitar la 

vulneración de un derecho. Sin embargo,  debe resaltarse que a ella corresponde 

igualmente asegurar que las competencias de otras jurisdicciones sean respetadas, es 

decir, está la de señalarse a la Acción de Tutela límites precisos, de manera que se 

pueda armonizar el interés por la defensa de los derechos fundamentales con la 

obligación de respetar el marco de acción de las otras jurisdicciones establecidas. Así 

mismo se tiene que la Acción de Tutela de naturaleza protege exclusivamente los 

derechos constitucionales fundamentales.  

Como quiera que la acción de tutela es interpuesta por la presunta trasgresión del 

derecho fundamental al debido proceso este despacho realizará una breve referencia al 

mismo para finalmente estudiar el fondo del asunto. 

DEBIDO PROCESO Señalado  en  el  Art.  29  de  la  Constitucional  Política con  carácter 

fundamental,  es  de  advertir,  su  importancia  cuando  se  trata  del  estrecho vínculo  

con  el  principio  de  legalidad  al  que  deben  ajustarse  no  sólo  las  autoridades 

judiciales, sino también en adelante las administrativas en la definición de los derechos de 

los individuos.  

El derecho al debido proceso comprende no sólo la observancia de  los  pasos que la ley 

impone a los procesos judiciales y a los procesos y trámites administrativos, sino también 

el  respeto  a  las  formalidades  propias  de  cada  juicio,  que  se  encuentran  en  

general contenidas  en  los  principios  que  los  inspiran,  el  tipo  de  intereses  en  litigio,  

las  calidades de los jueces y funcionarios encargados de resolver.  De  acuerdo  con  la  

jurisprudencia  de  la  Corte  Constitucional  se  puede  incurrir  en  una violación  al  

debido  proceso,  en  un  proceso  administrativo  o  judicial,  cuando  la  decisión que 

tome la autoridad:“(i)  presente  un  grave  defecto  sustantivo,  es  decir,  cuando  se  

encuentre basada en una norma claramente inaplicable al caso concreto;(ii) presente un 

flagrante defecto fáctico, esto es, cuando resulta evidente que el  apoyo  probatorio  en  
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que  se  basó  el  juez  para  aplicar  una  determinada norma es absolutamente 

inadecuado;(iii)  presente  un  defecto  orgánico  protuberante,  el  cual  se  produce  

cuando  el fallador  carece  por  completo  de  competencia  para  resolver  el  asunto  de  

que se trate; y,(iv)  presente  un  evidente  defecto  procedimental,  es  decir,  cuando  el  

juez  se desvía  por  completo  del  procedimiento  fijado  por  la  ley  para  dar  trámite  a 

determinadas cuestiones” 

 

De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte, el debido proceso comporta al menos los 

derechos (i) a la jurisdicción, que a su vez conlleva las garantías a un acceso igualitario 

de los jueces, a obtener decisiones motivadas, a impugnar las decisiones ante 

autoridades de jerarquía superior y al cumplimiento de lo decidido en el fallo; (ii) al juez 

natural, identificado como el funcionario con capacidad legal para ejercer jurisdicción en 

determinado proceso o actuación, de acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad 

de las personas y la división del trabajo establecida por la Constitución y la Ley; y (iii) el 

derecho a la defensa. 

CASO CONCRETO 

En el presente caso, se tiene que el accionante CARLOS DE JESUS LLANOS PADRON 

propietario de DISMEDENT a través de apoderado judicial considera vulnerados sus 

derechos por parte de NEGRET ABOGADOS & CONSULTORES SAS Y EL HOSPITAL 

JUAN DOMINGUEZ ROMERO DE SOLEDAD ESE EN LIQUIDACIÓN, lo anterior, con 

ocasión del rechazo de su acreencia, bajo el argumento que omitió referirse a esas 

causales (caducidad y prescripción), al momento de interponer el recurso de reposición 

sobre esos tópicos, lo que a su juicio era innecesario aclarar, por tratarse de algo que la 

ley establece sin lugar a confusión y que con el aporte de documentos cambiaron los 

hechos, y por ende los términos de caducidad y prescripción de la acreencia.  

El a quo en fallo de primera instancia resolvió declarar improcedente el amparo porque el 

mismo no cumple el requisito de subsidiariedad y que no acredita la vulneración de los 

derechos invocados. 

Inconforme con la decisión proferida el accionante a través de apoderado judicial impugnó 

el fallo asegurando que el mismo debe ser revocado, lo anterior debido a que el a quo no 

tuvo en cuenta que el actor se encuentra ante la comisión de un perjuicio irremediable,  

que no se le permitió pronunciarse a cerca de la respuesta emitida por la accionada frente 

a la reclamación, la falta de motivación del acto administrativo.  

La naturaleza de la tutela como mecanismo subsidiario exige que se adelanten las 

acciones judiciales o administrativas alternativas y que, por lo tanto, no se pretenda 

instituir a la acción de tutela como el medio principal e idóneo. La Corte Constitucional ha 

determinado que no es una elección del accionante acudir al mecanismo previsto por el 

ordenamiento jurídico o interponer la acción de tutela, si así lo prefiere, pues, de ser así, 

la acción de tutela respondería a un carácter opcional y no subsidiario como el que le es 

propio. 

De conformidad con el artículo 86 de la Constitución, toda persona puede reclamar, por sí 

misma o por quien actúe en su nombre, ante los jueces, mediante la acción constitucional, 

la protección inmediata de sus derechos fundamentales, vulnerados o amenazados por la 

acción u omisión de cualquier autoridad pública, o por los particulares en los eventos que 

establezca la Constitución y la ley, cuando no disponga de otro instrumento de defensa 

judicial, excepto que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

de carácter irremediable. 

El mecanismo de protección procede, en consecuencia, contra cualquier autoridad pública 

que con sus actuaciones u omisiones vulneren o amenacen derechos constitucionales 

fundamentales, incluidas, por supuesto, las judiciales, en cuanto autoridades de la 

República, las cuales, sin excepción, “están instituidas para proteger a todas las personas 
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residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y 

libertades”, como lo consagra el artículo 2º de la Constitución. 

El principio de subsidiariedad indica que la acción de tutela solo procederá cuando el 

afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como 

mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Respecto de dicho mandato 

esta Corporación ha expresado, en forma reiterada, que aun cuando la acción 

constitucional ha sido prevista como un mecanismo de defensa judicial para la protección 

inmediata de los derechos fundamentales, la propia Carta Política le reconoce un carácter 

subsidiario y residual, lo cual significa que solo es procedente supletivamente, es decir, 

cuando no existan otros medios de defensa a los que se pueda acudir, o cuando 

existiendo estos, se presente para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable 

La jurisprudencia constitucional ha reiterado que, por regla general, la acción de tutela no 

procede para controvertir la validez ni la legalidad de los actos administrativos, en razón a 

que, la naturaleza residual y subsidiaria de este mecanismo constitucional impone al 

ciudadano la carga razonable de acudir previamente, a través de los respectivos medios 

de control, ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, con el fin de solucionar los 

conflictos con la Administración y proteger los derechos de las personas. En este sentido, 

la Corte manifestó en la Sentencia T – 030 de 2015: “[q]ue conforme al carácter residual 

de la tutela, no es, en principio, este mecanismo el medio adecuado para controvertir las 

actuaciones administrativas, puesto que para ello están previstas las acciones ante la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo. En ese escenario, la acción de tutela cabría 

como mecanismo transitorio de protección de los derechos fundamentales cuando quiera 

que esperar a la respuesta de la jurisdicción contenciosa administrativa pudiese dar lugar 

a un perjuicio irremediable […]” 

Observa el Despacho que la pretensión de la parte actora consiste en ordenar la 

revocatoria de la Resolución Administrativa número RR-30 del 16 de mayo de 2022, y en 

consecuencia se levanten las causales de rechazo del crédito 1.26-Prescripción y 1.27- 

caducidad y se admita el crédito cobrado por CARLOS DE JESUS LLANOS PADRON. 

Así las cosas, en concordancia con lo expuesto por el A quo este Despacho evidencia la 

improcedencia de la acción de tutela ya que como se decantó en la sentencia de primera 

instancia, la misma no cumple el requisito de subsidiariedad, sumado al hecho que la 

Corte ha indicado que la excepcionalidad del recurso de amparo se torna especialmente 

estricta frente a los actos administrativos, en tanto no es el mecanismo idóneo para 

atacarlos ya que, por su propia naturaleza, se encuentran amparados por el principio de 

legalidad, pues se parte del presupuesto de que la administración, al momento de 

manifestarse a través de un acto, debe acatar las prerrogativas constitucionales y legales 

a las que se encuentra subordinada. De allí que la legalidad de un acto administrativo se 

presuma, obligando a demostrar a quien pretende controvertirlo que aquel se apartó, sin 

justificación alguna, del ordenamiento jurídico, debate que se debe adelantar ante la 

Jurisdicción Contencioso Administrativa. 

Por todo lo anteriormente expuesto este Despacho confirmará en todas sus partes el fallo 

proferido por el JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD  adiado 13 de 

junio de 2023. 

EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

SOLEDAD, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA Y POR 

AUTORIDAD DE LA LEY, 

RESUELVE 

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo proferido por el JUZGADO TERCERO CIVIL 

MUNICIPAL DE SOLEDAD adiado 13 de junio de 2023 dentro de la acción de tutela 

adelantada por CARLOS DE JESUS LLANOS PADRON (DISMEDENT) en contra de 
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NEGRET ABOGADOS & CONSULTORES SAS Y HOSPITAL JUAN DOMINGUEZ 

ROMERO DE SOLEDAD ESE EN LIQUIDACIÓN. 

SEGUNDO: NOTIFICAR ésta providencia a las partes, así como al señor Defensor del 

Pueblo de la Ciudad, al a quo, por el medio más expedito y eficaz. 

TERCERO: En su oportunidad, remítase el expediente a la Honorable Corte 

Constitucional para su eventual revisión, según lo dispuesto en el decreto 2591 de 1.991. 

 

NOTA: SE FIRMA EN FORMATO PDF EN RAZÓN A LOS INCONVENIENTES QUE PRESENTA LA 

PAGINA DE FIRMA DIGITAL 

 

 

 

 


